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procedente del 

Tribunal de 

Primera 

Instancia, 

Sala Superior de 

Carolina 

 

Caso Núm.: 

CA2019CV02601 

 

Sobre: 

Determinación de 

la Junta de 

Directores  

 

 

 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Birriel 

Cardona, el Juez Bonilla Ortiz y la Jueza Cortés 

González. 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 16 de diciembre de 2021. 

Comparece el Sr. Antonio A. Rivera Matos (señor 

Rivera Matos o “el peticionario”) y, mediante el recurso 

de epígrafe, solicita que revisemos una Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Carolina, notificada el 18 de diciembre de 

2020.  En virtud del referido dictamen, el foro primario 

desestimó un recurso de revisión judicial presentado por 

el peticionario al amparo de la Ley Núm. 239-2004, según 

enmendada, 5 LPRA sec. 4381 et seq., conocida como Ley 

General de Sociedades Cooperativas de Puerto Rico. 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

EXPEDIMOS el certiorari de epígrafe, para CONFIRMAR la 

Sentencia recurrida. 
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I. 

 El 13 de julio de 2019, el señor Rivera Matos 

presentó una petición de recurso de revisión judicial 

ante el foro primario.1  Mediante este, indicó que, el 

10 de mayo de 2019, la Junta de Directores de la 

Cooperativa de Viviendas Rolling Hills (Cooperativa o 

“parte recurrida”) lo citó para una vista administrativa 

que se llevaría a cabo el 20 de mayo de 2019.  El 

propósito de la vista giraba en torno al alegado 

incumplimiento con el pago de unas multas y sanciones 

emitidas contra el peticionario, mediante una Resolución 

emitida el 27 de mayo de 2017, las cuales suman 

$2,200.00, tras una querella presentada por la Sra. Iris 

Quiles Sepúlveda. 

 Luego de llevar a cabo la vista en cuestión, sin la 

comparecencia del peticionario, y transcurridas varias 

incidencias, el 6 de junio de 2019, la Junta de 

Directores notificó una Resolución de Baja.  Mediante 

esta, dio de baja al peticionario como socio de la 

Cooperativa.2  Insatisfecho, el 21 de junio de 2019, el 

señor Rivera Matos solicitó la reconsideración del 

referido dictamen.3  Sin embargo, el 25 de junio de 2021, 

una Oficial Examinadora emitió una Notificación sobre 

Reconsideración, mediante la cual se limitó a impartir 

unas recomendaciones dirigidas a la Junta de Directores 

respecto a cómo lidiar con la situación que involucra al 

peticionario.4 

 
1 Petición de Revisión Judicial, anejo 1, págs. 1-163 del apéndice 

del recurso. 
2 Resolución de Baja, págs. 32-90 del apéndice del recurso. 
3 Moción de Reconsideración, págs. 91-98 del apéndice del recurso. 
4 Notificación sobre Reconsideración, págs. 125-127 del apéndice 

del recurso. 
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 Insatisfecho, y de conformidad con el artículo 35.8 

de la Ley Núm. 239-2004, 5 LPRA sec. 4588,5 el 

peticionario presentó la petición de revisión judicial 

de autos ante el foro primario.  En esencia, argumentó 

que procedía revocar en su totalidad la Notificación 

sobre Reconsideración.  Además, que procedía revocar la 

Resolución de Baja, debido a que la vista administrativa 

previa fue llevada a cabo sin una adecuada notificación 

al peticionario.  Por último, solicitó la imposición a 

la Junta de Directores de una suma ascendente a $3,800, 

por concepto de costas, gastos y honorarios de abogado 

por temeridad. 

 Por su parte, el 23 de agosto de 2019, la Junta de 

Directores presentó ante el foro primario una Moción de 

Desestimación.6  En síntesis, argumentó que la 

presentación del recurso de revisión judicial en 

cuestión ante el foro primario resulta prematura.  Es 

decir, que la respuesta emitida no goza de finalidad y 

que el recurso no puede presentarse, hasta tanto la Junta 

de Directores emita una resolución final que adjudique 

la moción de reconsideración presentada por el señor 

Rivera Matos.  El 12 de septiembre de 2019, el 

peticionario presentó escrito en oposición.7 

Así las cosas, luego de una serie de trámites 

procesales ulteriores, el 18 de diciembre de 2020, el 

foro primario notificó la Sentencia apelada.8  Mediante 

esta, resolvió desestimar el recurso de revisión 

 
5 “Los procedimientos para la revisión judicial habrán de iniciarse 

radicando en la sala con competencia del Tribunal de Primera 

Instancia la petición correspondiente dentro de los treinta (30) 

días de haberse notificado por correo certificado la decisión final 

de la Junta”. 
6 Moción de Desestimación, anejo VI, págs. 175-183 del apéndice del 

recurso. 
7 Oposición a Moción de Desestimación […], anejo VII, págs. 184-191 

del apéndice del recurso. 
8 Sentencia, anejo XXVIII, págs. 334-338 del apéndice del recurso. 
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judicial de epígrafe, por el fundamento de falta de 

jurisdicción, tras considerar que su presentación 

resultó prematura.    

 Insatisfecho aún, el 30 de diciembre de 2020, el 

señor Rivera Matos presentó una Moción de 

Reconsideración.9  Sin embargo, esta fue declarada No Ha 

Lugar por el foro primario, mediante una Resolución 

notificada el 26 de enero de 2021.10  

 Inconforme, el 25 de febrero de 2021, el 

peticionario presentó el Recurso de Certiorari de 

epígrafe.  Mediante este, adujo que el foro primario 

cometió el siguiente error: 

Erró el [Tribunal de Primera Instancia] al 

desestimar el recurso de revisión judicial 

acogiendo el planteamiento de la “Cooperativa” 

de que el recurso de revisión judicial es 

prematuro por la “Junta” no haber emitido una 

determinación final al atender la moción de 

reconsideración presentada por el “Sr. Rivera” 

para agotar los recursos la Oficial 

Examinadora [de] la Licenciada Lourdes María 

Torres Esteves. 

 

 Por su parte, el 29 de marzo de 2021, la parte 

recurrida presentó el Alegato de la Parte Recurrida.  

Mediante el referido escrito, rechazó que el foro 

primario incurriese en el error señalado por el señor 

Rivera Matos. 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, procedemos a disponer del recurso de epígrafe.  

II. 

-A- 

En lo sustantivo, el certiorari es un recurso 

extraordinario discrecional expedido por un tribunal 

superior a otro inferior, mediante el cual el tribunal 

 
9 Moción de Reconsideración, anejo XXXIV, págs. 344-387 del apéndice 

del recurso. 
10 Notificación, anejo XXXVIII, pág. 417 del apéndice del recurso.  
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revisor está facultado para enmendar errores cometidos 

por el foro revisado, cuando “el procedimiento adoptado 

no esté de acuerdo con las prescripciones de la ley”. 

Véase, artículo 670 del Código de Enjuiciamiento Civil, 

32 LPRA sec. 3491. Véase, además, IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); Pueblo v. Díaz de 

León, 176 DPR 913, 917-918 (2009).  

La expedición del auto descansa en la sana 

discreción del tribunal. Medina Nazario v. McNeill 

Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 (2016).  De este modo, 

este auto discrecional debe utilizarse “con cautela y 

solamente por razones de peso”. Pérez v. Tribunal de 

Distrito, 69 DPR 4, 18 (1948). 

Respecto a la utilización del certiorari, en Pérez 

v. Tribunal de Distrito, supra, a la pág. 19, el Tribunal 

Supremo expresó que este recurso extraordinario 

discrecional procede “para revisar errores cometidos por 

las cortes inferiores no importa la naturaleza del error 

imputado”.  Véase, además, Pueblo v. Díaz de León, supra, 

a la pág. 918. 

No obstante, el Tribunal Supremo ha sido muy claro 

al pronunciar que este recurso no equivale a una 

apelación. Íd. Además, ha enfatizado que su utilización 

procede únicamente en aquellos casos en que no exista un 

recurso de apelación disponible u otro mecanismo 

ordinario “que proteja eficaz y rápidamente los derechos 

del peticionario”.  Pueblo v. Tribunal Superior, 81 DPR 

763, 767 (1960); Pueblo v. Díaz De León, supra. 

En lo pertinente al caso de autos, es preciso 

destacar que, según lo establecido en el Artículo 35.8 

de la Ley Núm. 239-2004, “[c]ualquier parte que resulte 

perjudicada por la sentencia del Tribunal de Primera 
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Instancia podrá solicitar la revisión de dicho fallo 

mediante certiorari, dentro de los treinta (30) días del 

archivo en autos de la decisión del Tribunal de Primera 

Instancia”.  5 LPRA sec. 4588. 

Por otra parte, a la hora de evaluar un certiorari 

de cualquier naturaleza, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 40, 

establece los criterios que este foro debe tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición de 

este recurso discrecional.  Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación de 

la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, 

los cuales deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable 

en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 

-B- 

El concepto “jurisdicción” ha sido definido como 

“el poder o autoridad de un tribunal para considerar y 

decidir casos o controversias”.  Rodríguez Rivera v. De 

León Otaño, 191 DPR 700, 708 (2014); Gearheart v. 

Haskell, 87 DPR 57, 61 (1963). Las cuestiones 

jurisdiccionales son privilegiadas, por lo que deben ser 

resueltas con preferencia; más aún, cuando tenemos el 

deber ineludible de examinar prioritariamente nuestra 
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jurisdicción.  González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 

DPR 848, 856 (2009).     

Si el tribunal carece de jurisdicción, el único 

curso de acción posible es así declararlo, sin necesidad 

de discutir los méritos del recurso en cuestión.  Íd.  

De no hacerlo, la determinación sería nula, por lo que 

carecería de eficacia.  Morán v. Marti, 165 DPR 356, 364 

(2005), citando a Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 

(1991). 

Es norma reiterada que los tribunales estamos 

llamados a ser celosos guardianes de 

nuestra jurisdicción.  Holdings v. Jta. Revisora, RA 

Holdings, 191 DPR 228, 234 (2014); Lozada Sánchez et al. 

v. JCA, 184 DPR 898, 994 (2012).  Por ello, antes de 

entrar en los méritos de una controversia, es necesario 

que nos aseguremos que poseemos jurisdicción para 

actuar, ya que los asuntos jurisdiccionales son materia 

privilegiada y deben ser resueltos en primer lugar.  Cruz 

Parrilla v. Dpto. Vivienda, 184 DPR 393, 403 

(2012); García v. Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 

(2007). 

III. 

En primer lugar, es preciso destacar que el asunto 

planteado en el recurso de epígrafe es susceptible de 

revisión por parte de este foro revisor mediante el auto 

discrecional de certiorari, de conformidad con el 

artículo 35.8 de la Ley Núm. 239-2004, supra.11  Así, 

analizado el recurso, a la luz de los criterios de 

nuestra Regla 40, supra, resolvemos expedir el recurso 

 
11 “Cualquier parte que resulte perjudicada por la sentencia del 

Tribunal de Primera Instancia podrá solicitar la revisión de dicho 

fallo mediante certiorari, dentro de los treinta (30) días del 

archivo en autos de la decisión del Tribunal de Primera Instancia. 

Este término será de carácter jurisdiccional”. 
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de epígrafe, para confirmar la actuación del foro 

primario.  Veamos. 

Mediante el único señalamiento de error formulado, 

el señor Rivera Matos adujo que el foro primario erró al 

desestimar el recurso de revisión judicial.  Ello, al 

acoger el planteamiento de la Cooperativa y el 

presidente de la Junta de Directores, a los efectos de 

que el recurso de revisión judicial presentado por el 

peticionario resultó prematuro.  Como veremos a 

continuación, el error señalado por el peticionario no 

se cometió. 

El foro primario fundamentó su dictamen en el hecho 

de que la Oficial Examinadora no emitió una 

determinación que goce de finalidad, al atender la 

moción de reconsideración que pendía ante su 

consideración.  En específico, razonó lo siguiente: 

Las recomendaciones emitidas por una 

Examinadora Oficial no son una disposición 

final ya que de la propia Ley de Cooperativas 

surge que se requiere una determinación de la 

Junta. De ella es que entonces la parte 

afectada puede acudir al Tribunal para que 

revise la decisión administrativa.12 

 

Comenzamos por destacar a manera de referencia que, 

de conformidad con la Ley Núm. 38-2017, según enmendada, 

3 LPRA sec. 9601 et seq.,13 una resolución u orden 

administrativa final es “cualquier decisión o acción 

agencial de aplicación particular que adjudique derechos 

u obligaciones de una o más personas específicas, o que 

imponga penalidades o sanciones administrativas […]”. 

Sección 1.3 de la Ley Núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 9603.  

 
12 Sentencia, anejo XXVIII, págs. 334-338, a la pág. 338 del apéndice 

del recurso. 
13 Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 

Puerto Rico. 
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Así, luego de examinar la Notificación sobre 

Reconsideración emitida por una Oficial Examinadora, 

concluimos, al igual que el foro primario, que esta no 

cumple con las características de una determinación 

administrativa final.  Ello, debido a que no adjudica 

derechos u obligaciones, ni tampoco versa sobre la 

imposición de penalidades o sanciones administrativas.  

En su parte adjudicativa, la Oficial Examinadora se 

limitó a impartir unas “recomendaciones” a la Junta de 

Directores sobre cómo atender la situación que involucra 

al señor Rivera Matos. 

En fin, como resultado de ello, es forzoso concluir 

que el foro primario no se encontraba ante un dictamen 

administrativo final, que fuese susceptible de revisión 

judicial.  Consecuentemente, actuó correctamente al 

declararse sin jurisdicción para atenderlo en los 

méritos, por resultar un recurso de revisión judicial 

prematuro. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se EXPIDE el 

recurso de certiorari de epígrafe, para CONFIRMAR la 

Sentencia recurrida. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 

 


